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RESUMEN: Este artículo sintetiza los resultados del trabajo final de graduación, realizado en la modalidad de seminario titulado “La eficacia del proceso de ejecución de sentencias de la Sala Constitucional para la garantía de los derechos humanos: estudio de caso por la falta de acceso al agua potable en Colorado de Abangares, Guanacaste”. Se examina la crisis hídrica del distrito de Colorado de Abangares, en Guanacaste. Asimismo, se analiza la ejecución material de las sentencias constitucionales desde tres perspectivas teóricas. La primera es la teoría tridimensional del derecho, de Miguel Reale. La segunda corresponde a los criterios de cumplimiento de los derechos humanos, políticos, sociales y culturales del derecho internacional de los derechos humanos. La tercera perspectiva corresponde a la doctrina del estado de cosas inconstitucional, desarrollada por la Corte Constitucional de Colombia. El propósito es determinar si, por su complejidad, el caso estudiado requiere una intervención interinstitucional.
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ABSTRACT: This article is a summary based on the final graduation project, completed in seminar format and entitled "The Effectiveness of the Constitutional Chamber's Judgment Enforcement Process in Guaranteeing Human Rights: A Case Study of the Lack of Access to Drinking Water in Colorado de Abangares, Guanacaste." The study addresses the water crisis in the district of Colorado de Abangares, Guanacaste, as well as the material enforcement of constitutional judgments from three theoretical perspectives. The first is Miguel Reale's Three-Dimensional Theory of Law. The second concerns the criteria for compliance with human, political, social, and cultural rights under international law. Finally, the study considers the unconstitutional state of affairs developed by the Constitutional Court of Colombia. The foregoing is intended to determine whether the case under study requires an interinstitutional approach as a complex case.
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1. INTRODUCCIÓN
La accesibilidad del recurso de amparo, en la jurisdicción constitucional, es el mecanismo por excelencia para la tutela de derechos fundamentales. Sin embargo, existen discrepancias en la ejecución de las sentencias emitidas en estos procesos, lo que provoca que en casos como el de estudio se produzca un distanciamiento entre el reconocimiento judicial y la materialización de la sentencia.
Lo anterior se analiza a partir del caso del distrito de Colorado del cantón de Abangares, ubicado en la provincia de Guanacaste. Este es un distrito con una población que supera las 5000 personas. En este distrito existe evidencia documental que sustenta una crisis de acceso a agua potable desde hace más de 15 años. Esta crisis no solo se ha limitado a interrupciones en la prestación del servicio, sino en deficiencias en la continuidad y cantidad del recurso. El consumo de agua potable, depende completamente de la satisfacción por medio de camiones cisterna y del almacenamiento de agua en sus hogares.
Los habitantes han acudido a diversas vías tanto administrativas como jurisdiccionales para buscar acceder a este recurso indispensable; entre ellas destacan dos procesos de recurso de amparo en Sala Constitucional en 2013 y 2024. En estos procesos, la Sala reconoció que el Instituto de Acueductos y Alcantarillados vulneró el derecho de acceso al agua de los recurrentes y que debía restituirlo.
En primera instancia, en 2013, en el proceso judicial tramitado bajo el expediente 13-0005040-0007-CO se realizaron dos gestiones posteriores a la declaratoria con lugar, en busca de que los funcionarios competentes materializaran la sentencia que ordenaba la restitución de este derecho; sin embargo, en 2021 este proceso fue archivado. En segunda instancia, en 2024, la comunidad acciona nuevamente en contra del instituto competente mediante el expediente judicial 24-007489-0007-CO. La Sala, nuevamente, declara la violación de este derecho fundamental en San Buenaventura, Peñas Blancas y Colorado centro, y ordena la restitución del derecho en un plazo de 24 meses. Dicho plazo feneció el 16 de julio del 2026.
 Por ello, se examina la problemática descrita desde la Teoría tridimensional del derecho del autor Miguel Reale, a su vez se aboga desde la teoría de los derechos humanos y el estado de cosas inconstitucionales para casos complejos de la Corte Constitucional Colombiana. Lo anterior con el objetivo de valorar cómo la coordinación entre las instituciones públicas costarricenses y un seguimiento efectivo de las sentencias constitucionales pueden cerrar la brecha entre el reconocimiento formal de un derecho y la materialización efectiva de este. 
2. [bookmark: _heading=h.cs08oj56r96y]EL PROCESO DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS CONSTITUCIONALES DE COSTA RICA 
i. [bookmark: _heading=h.goov34u49slo]Competencias para la ejecución de sentencias en los procesos constitucionales en Costa Rica
Existen dos órganos constitucionales competentes para ejecutar las sentencias de la Sala Constitucional.  En primer lugar, la propia Sala Constitucional, y, en segundo lugar, los tribunales contencioso-administrativos. La Ley de la Jurisdicción Constitucional le atribuye a la Sala Constitucional la competencia para ejecutar sus propias sentencias. A su vez, amplía la potestad e instaura un modelo mixto de ejecución, en el cual se le reserva a la jurisdicción contencioso-administrativa la ejecución de los elementos patrimoniales de las sentencias, o en otros aspectos que la propia Sala lo considere (Asamblea Legislativa, 1989).
El modelo actual de ejecución de sentencias constitucionales presenta evidentes vacíos normativos y genera inseguridad jurídica. La ley regula la competencia, pero no desarrolla un procedimiento claro y completo para quienes quieran garantizar y ver materializado el cumplimiento de una sentencia favorable. El caso de Colorado de Abangares permite que se identifiquen estos vacíos normativos, que sirven de fundamento para proponer posibles mecanismos de seguimiento y mejorar el proceso de ejecución de sentencias.
ii. [bookmark: _heading=h.mdgywy9cgng8]Proceso de ejecución de sentencias constitucionales en Costa Rica
En Costa Rica prevalece un sistema de control concentrado de constitucionalidad. Es decir, la Sala Constitucional ejerce la función de intérprete supremo de la Constitución y garante de los derechos humanos (Miranda Bonilla, 2022). Es menester señalar la enorme labor de la Sala Constitucional al desarrollar múltiples tipologías de ejecución de sentencias, medio por el cual se han reconocido derechos nuevos por vía jurisprudencial, creando amplia jurisprudencia en la garantía de los derechos humanos.
      	Sin embargo, es de suma importancia visibilizar, con el objeto de mejorar, dos aspectos particulares del proceso de ejecución de sentencias, que son desarrollados en la práctica por la jurisprudencia constitucional, pero que no se encuentran regulados por ninguna norma jurídica. Se hace referencia a las “diligencias de inejecución de sentencias” también llamadas “desobediencia a la autoridad, incumplimiento, gestión de desobediencia”, (Cossio Viorel, 2021) así como a “la oficina de seguimiento de sentencias constitucionales”.
iii. [bookmark: _heading=h.6xw4jqeow5by]Diligencias de inejecución de sentencias
Estas diligencias son un mecanismo para denunciar el incumplimiento y dar seguimiento a las resoluciones de la Sala Constitucional. Ante un incumplimiento comprobado la Sala Constitucional puede imponer sanciones, (Cossio Viorel, 2021),  reiterar la orden o remitir el caso al Ministerio Público (Asamblea Legislativa, 1989).
Este mecanismo de seguimiento suele crear una ilusión de eficacia procesal, porque de comprobarse el incumplimiento su finalidad termina siendo principalmente sancionatoria, en otras palabras, no hay una materialización efectiva del derecho reconocido. Lo anterior evidencia la fragilidad estructural del proceso de ejecución de sentencias constitucionales al requerir de un nuevo trámite para concretar un derecho reconocido.
iv. [bookmark: _heading=h.18fzcgq425nc]Oficina de seguimiento de sentencias constitucionales
	Esta oficina fue creada para verificar el cumplimiento de las sentencias estimatorias de la Sala Constitucional (Sala Constitucional, 2014). Su funcionamiento es cuestionable, dado que tiene capacidad operativa limitada.  Tan solo dos personas letradas se encargan de revisar aproximadamente ciento cincuenta sentencias por mes (Salas Ruiz, 2023). Lo anterior, que evidentemente ante la limitada capacidad operativa va a generar un rezago judicial, que en la actualidad es de entre cuatro a cinco años (Centro de Jurisprudencia en línea, s.f). 
El seguimiento que hace esta oficina se limita a solicitar un único informe con el objeto de valorar el cumplimiento. Finalmente valora si lo que corresponde es presentar las diligencias de inejecución de sentencias o la imposición de una sanción (Salas Ruiz, 2023). Por eso, queda muy claro que el cumplimiento de las sentencias depende de la buena voluntad y fe de las instituciones. Pero, no hay medios institucionales para obligar a la parte recurrida a cumplir.
Finalmente, resulta urgente impulsar una reforma integral, que reconozca formalmente las funciones de la oficina de seguimiento, determine responsabilidades jurídicas específicas y establezca sanciones efectivas y proporcionales ante el incumplimiento. 
3. [bookmark: _heading=h.vwcq3gm61dq3]ENTRE LA TUTELA JURÍDICA Y SU CUMPLIMIENTO EFECTIVO: LIMITACIONES INSTITUCIONALES Y ESTRUCTURALES DEL DERECHO AL AGUA POTABLE EN COLORADO DE ABANGARES, COSTA RICA
i. [bookmark: _heading=h.7lssf3x8kay2]Competencias legales de instituciones públicas en la tutela del derecho al agua potable
En miras de responsabilizar a las instituciones públicas de conformidad con sus competencias legales, es indispensable delimitar los ámbitos de actuación vinculados con la problemática del agua potable en Colorado. Al estudiar el aparato estatal, la responsabilidad principal recae sobre el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (AyA), puesto que la creación de este Instituto en relación con el agua potable se origina “Con el objeto de dirigir, fijar políticas, establecer y aplicar normas, realizar y promover el planeamiento, financiamiento y desarrollo y de resolver todo lo relacionado con el suministro de agua” (Asamblea Legislativa, 1961, art.1).
Por su parte, figuras como las ASADAS y el Ministerio de Ambiente y Energía se les conceden competencias de gestión y protección de las fuentes hídricas. Sin embargo, aunque por delegación legal tengan injerencia en el tema, no se elimina la competencia rectora del AyA.
En el caso de estudio es posible detectar otras instituciones que, aunque no se encuentren directamente relacionadas con la prestación del servicio público de agua potable, sí adquieren relevancia cuando hay carencia de este recurso, puesto que incide directamente en la calidad de la prestación de sus servicios y por ende afecta otros derechos. Como en el caso del Ministerio de Salud (Poder Ejecutivo, 2015) y la Caja Costarricense del Seguro Social (Asamblea Legislativa, 1943), en materias de sanidad y salud; una situación semejante ocurre con el Ministerio de Educación Pública, ya que, de acuerdo con las competencias de supervisión administrativa el acceso al agua potable es una condición indispensable para la prestación del servicio de educación presencial (Poder Ejecutivo, 2011).
Por último, el Concejo Municipal del Distrito de Colorado, en calidad de gobierno local descentralizado de la Municipalidad de Abangares, puede intervenir en atención de crisis locales mediante proyectos de inversión y el establecimiento de mecanismos de cooperación interinstitucional. Asimismo debe velar por el desarrollo social y económico de la comunidad (Asamblea Legislativa, 1998).
Lo dicho supra, permite advertir que, pese a la existencia de una institución rectora por excelencia en la prestación del servicio público de agua potable, hay otras instituciones que al carecer de este recurso no pueden garantizar un servicio público de calidad, ya sea de educación, salud, desarrollo, economía y trabajo. En este punto, dentro del ámbito de sus competencias, deben intervenir frente a las consecuencias que provoca en la población afectada esta carencia.
ii. [bookmark: _heading=h.lvnv2wapnad2]Condiciones actuales de Colorado de Abangares y el cumplimiento de la resolución n° 2024019562 de las nueve horas veinte minutos del doce de julio de dos mil veinticuatro de la Sala Constitucional
Al estudiar directamente la situación de Colorado, los hallazgos evidencian una brecha entre las obligaciones ya expuestas y las condiciones reales de acceso al agua potable.
En primer lugar, se constató que la problemática no radica en la infraestructura de los acueductos. Sino en la calidad del recurso hídrico subterráneo del que depende la zona, ya que “todos los acueductos de Colorado o del distrito son de pozos perforados, no hay ninguna superficial” (Gestora ambiental del Concejo Municipal de Distrito de Colorado, comunicación personal, 9 de febrero de 2026). Por su parte, el viceintendente de Colorado (comunicación personal, 9 de febrero de 2026) afirmó que no hay una solución visible y contrario a esto, la comunidad ha respondido con una adaptación progresiva a mecanismos que se tenían como temporales. Tal es el caso del abastecimiento mediante camiones cisterna.
En segundo lugar, en materia de salud, el director del área de salud de la Caja Costarricense del Seguro Social del Distrito de Colorado (comunicación personal, 22 de enero de 2026) indicó que en la comunidad se registran antecedentes de enfermedades gastrointestinales, contaminación bacteriana y otras relacionadas con el mal almacenamiento del agua como el dengue, zika o chikunguña.
En tercer lugar, en educación, se documentaron suspensiones de lecciones por falta de agua potable y la paralización de proyectos educativos (director del Liceo del Distrito de Colorado, comunicación personal, 21 de enero de 2026).  
A lo anterior se suma que hay severas afectaciones a los derechos de vivienda digna y desarrollo comunal, debido a las restricciones para otorgar permisos de construcción, lo que ha provocado hacinamiento en viviendas de interés social, construcciones informales y ausencia total de inversión estatal o privada para el desarrollo económico de la comunidad. (Concejo Municipal del Distrito de Colorado, 2021).  
Finalmente, en lo que respecta a la respuesta institucional en miras de cumplir la sentencia constitucional n° 2024019562 de las nueve horas veinte minutos del doce de julio de dos mil veinticuatro de la Sala Constitucional el AyA en 2024 invirtió un presupuesto superior a los quinientos millones de colones en una planta modular potabilizadora para el acueducto de Colorado, la cual en palabras de acuerdo con el jefe cantonal de la Región Chorotega del AyA (comunicación personal, 21 de  mayo de 2026) el suministro de agua que brinda esta inversión se limita a actividades como limpieza y quehaceres del hogar, y no es apto para consumo humano. Asimismo, el servicio se está habilitando únicamente en horarios de racionamiento, de 10:00 p.m. a 6:00 a.m., debido a que por el momento no se cuenta con la capacidad para mantener un suministro continuo las 24 horas del día.
Todos los hallazgos permiten identificar, por tanto, una discrepancia entre las medidas ejecutadas y la solución material del problema, la cual ha ocasionado que la crisis hídrica persista por más de 15 años. Las instituciones estudiadas no han garantizado un abastecimiento continuo y suficiente a este líquido vital.
4. [bookmark: _heading=h.qmk3wssue20u]LOS PROCESOS DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA EMITIDOS POR LA SALA CONSTITUCIONAL DE COSTA RICA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y EL PROCESO DE SUPERVISIÓN DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS.
i. [bookmark: _heading=h.yzajxk3gavxb]El modelo de ejecución de la Sala Constitucional de Costa Rica
	En el ordenamiento jurídico costarricense, la Sala Constitucional desempeña un papel preponderante en la protección de los derechos humanos y fundamentales. Es decir, conoce y resuelve los procesos constitucionales. Sin embargo, la tutela efectiva de los derechos incoados no se puede agotar con el dictado de una sentencia favorable. Por el contrario, la etapa de ejecución es esencial para determinar la eficacia de las resoluciones.
	La normativa constitucional costarricense posee mecanismos coercitivos internos que procuran el cumplimiento de las resoluciones. Tales como los citados supra: ordenar procedimientos disciplinarios internos o testimoniar piezas ante el Ministerio Público en caso de una eventual desobediencia.
	Estos mecanismos buscan dotar de eficacia las decisiones constitucionales y generar consecuencias frente a las autoridades que no acaten lo ordenado. No obstante, los mismos son meramente sancionatorios y no se consideran eficaces para la restitución material de los derechos vulnerados.
	Por su parte, el seguimiento de la ejecución de los procesos constitucionales suele depender de que la parte recurrente impulse las gestiones o active los mecanismos procesales que dota la normativa. Es decir, no existe un rol activo de la Sala Constitucional que realice un seguimiento permanente hasta alcanzar la materialización efectiva del derecho reconocido. (Azofeifa et al., 2026)
	Según los datos proporcionados por la Oficina de Seguimiento de la Sala Constitucional (2023) y el Centro de Jurisprudencia Constitucional (s.f), la Sala enfrenta desafíos institucionales. Las limitaciones presupuestarias y el incremento de las cargas de trabajo constituyen factores que deben ser considerados al analizar la capacidad institucional que tiene la Oficina de Seguimiento para realizar un fiscalización continua y efectiva de las decisiones constitucionales.
	En este sentido, las estadísticas de dicha oficina registran, entre 2018 y 2025, porcentajes de cumplimiento superiores al 92 %. (Centro de Jurisprudencia Constitucional, s.f). No obstante, estos datos deben interpretarse con cautela, pues el porcentaje de incumplimiento solo contempla cuando el recurrente interpone una diligencia de inejecución.
Entonces, los porcentajes de cumplimiento no necesariamente reflejan que el derecho reconocido ha sido materialmente restituido. Si no, que el recurrente no ha activado los mecanismos de ejecución dotados por el ordenamiento jurídico. Lo anterior, evidencia la diferencia entre el cumplimiento formal y material de las sentencias.
	En la coyuntura política actual, resulta particularmente relevante examinar las condiciones de acceso a la información relativa al estado de cumplimiento de las sentencias constitucionales. Lo anterior incide directamente en el seguimiento y la rendición de cuentas respecto de las obligaciones impuestas a las autoridades públicas. Persisten limitaciones para disponer de información sistemática y accesible que permita conocer con precisión el grado de cumplimiento de las resoluciones dictadas por la Sala Constitucional.
	Por consiguiente, el modelo de ejecución de la Sala Constitucional debe ser analizado desde la perspectiva del cumplimiento formal de las sentencias dictadas, y desde su capacidad para proteger eficaz y materialmente los derechos.
ii. El proceso de supervisión de cumplimiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
	Es menester mencionar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos es un referente regional en materia de protección y garantía de los derechos humanos. El proceso de supervisión de cumplimiento que realiza este órgano no concluye con el dictado de una sentencia, sino que es capaz de transformar la realidad social de las personas recurrentes.
	La Corte no cuenta con mecanismos coercitivos directos. El cumplimento de sus sentencias depende, en gran medida, de la voluntad política de los Estados. No obstante, como señala García Ramírez (2005), esta obligación se sustenta en el principio pacta sunt servanda. Por lo que, la observancia de las sentencias resulta esencial para sustentar la jurisdicción interamericana. La ausencia de coerción directa no implica la inexistencia de mecanismos que permitan verificar su cumplimiento.
	A raíz de lo anterior, la Corte contempla un proceso de supervisión caracterizado por un seguimiento activo. Según el Reglamento de la Corte, los mecanismos de seguimiento comprenden: presentación de informes estatales, observaciones formuladas por las víctimas y sus representantes, participación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, celebración de audiencias y  emisión de resoluciones de supervisión de cumplimiento (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2009).
	Asimismo, la supervisión periódica es esencial para restituir los derechos. En casos complejos la cesación de los derechos vulnerados no depende de una actuación concreta, por el contrario, se requiere de transformaciones institucionales y estructurales. Ejemplo de ello, es el caso Artavia Murillo y otros vs. Costa Rica (2012), donde las medidas implementadas por el Estado de Costa Rica y la supervisión de la Corte transformaron la realidad social y restituyeron los derechos vulnerados de manera progresiva. 
	Es importante destacar que, la publicidad y el fácil acceso a la información relacionada con el estado de cumplimiento favorece el escrutinio público.  Además, permite visibilizar el avance de las obligaciones internacionales establecidas por la Corte.
	En virtud de lo expuesto, el modelo interamericano se caracteriza por un papel activo de la Corte durante la etapa posterior al dictado de la sentencia, mediante mecanismos destinados a mantener un seguimiento continuo y a valorar progresivamente el cumplimiento de las obligaciones establecidas.
5. [bookmark: _heading=h.d6pnbfxrumtb]ABORDAJE INTERINSTITUCIONAL DE CASOS COMPLEJOS
En este punto resulta indispensable aplicar al caso concreto la Teoría Tridimensional del Derecho del autor Miguel Reale y los criterios jurisprudenciales de la Corte Constitucional Colombiana para constatar si la crisis hídrica en Colorado de Abangares es un caso complejo o no.
i. [bookmark: _heading=h.kbvyqzy5mj0e]Fundamentos de la Teoría Tridimensional del Derecho
Esta teoría evalúa fenómenos jurídicos mediante la interacción de tres dimensiones, la fáctica, la axiológica y la normativa. En primer lugar, la fáctica comprende hechos o sucesos de la realidad social que trascienden jurídicamente; para este autor son procesos vinculados a acciones humanas y a sus contextos (Reale, 1997). En segundo lugar, la axiológica, según Reale (1997) es la que le otorga “el sentido vectorial de una acción posible. Posibilidad y realizabilidad son cualidades inseparables del valor, y en consecuencia de la experiencia jurídica ya que ésta es, necesariamente experiencia de valores” (p. 102), es decir justifica la norma que regula los hechos. Por último, la normativa, según Reale (1997), regula la realidad y sus hechos a partir de una valoración. En este caso, la dimensión normativa en interacción con las otras dimensiones enmarca en el contexto una regulación indispensable dentro del sistema social.
Para aplicar esta teoría al caso concreto se debe aplicar el método dialéctico, ya que las normas se producen por la “correlación permanente y progresiva (…) a efecto de lograr la integración del hecho en valor dando origen a las normas” (Cano-Nava, 2011. p.214).
ii. [bookmark: _heading=h.3tmp9mpqe92u]Aplicación de la Teoría TD al caso de Colorado
Los hechos más evidentes son que la falta de agua potable afecta la salud, la educación, la vivienda y el desarrollo socioeconómico de la comunidad. Desde lo axiológico, existe la vulneración de valores jurídicos fundamentales, los cuales comprometen directamente la dignidad humana, la igualdad territorial y la justicia. En este contexto surge el cuestionamiento sobre por qué comunidades cercanas con mayor desarrollo turístico sí tienen acceso a este derecho. Mientras que normativamente, la regulación de cada uno de los derechos es amplia y suficiente, desde lo formal, para garantizar el acceso al derecho de agua potable, educación, salud, desarrollo, trabajo y vivienda digna.
Al integrar las tres dimensiones persiste una ruptura entre la realidad social y los valores debidamente reconocidos en el ordenamiento jurídico costarricense. El problema no radica en un vacío normativo, sino en la falta de materialización de este reconocimiento formal. La respuesta de las instituciones públicas no ha permitido concretar la solución técnica necesaria y consecuentemente en el ejercicio efectivo del derecho de acceso al agua potable y por ende los demás derechos vinculados.
iii. Ante un caso complejo, un abordaje interinstitucional. ¿Es Colorado de Abangares un caso complejo?
a. El concepto de Estado de Cosas Inconstitucionales desarrollado por la Corte Constitucional Colombiana y la determinación del caso complejo. 
	La jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana es pionera en análisis de sentencias estructurales. Es por ello que se utilizan dos sentencias de referencia. La primera de ellas es la SU-559 de 1997 en la cual, la Corte incorpora vía jurisprudencial el concepto de Estado de Cosas Constitucionales. Asimismo, la definen como:  
mecanismo o técnica jurídica creada por la Corte Constitucional, mediante la cual declara que ciertos hechos resultan abiertamente contrarios a la Constitución, por vulnerar de manera masiva derechos y principios consagrados en la misma, en  consecuencia insta a las autoridades competentes, para que en el marco de sus  funciones y dentro de un término razonable, adopten las medidas necesarias para corregir o superar tal estado de cosas. (Quintero et al., 2011, p.71-72)
	Seguidamente, los criterios desarrollados por esta Corte en la Sentencia T-025 de 2004 permiten identificar si el caso de Colorado es un caso complejo y por consiguiente requiere de un abordaje interinstitucional.
En primer lugar, existe una vulneración masiva y generalizada de derechos fundamentales. La falta de acceso al agua potable afecta a múltiples habitantes de la comunidad. Además,  violenta una serie de derechos conexos como la salud, la educación, el trabajo, el desarrollo económico y la dignidad humana.
En segundo lugar, se observa una prolongada insuficiencia de las autoridades en el cumplimiento de sus obligaciones para garantizar estos derechos. Esta problemática ha persistido por más de veinticinco años, si bien,  existen competencias legales claramente establecidas, la realidad es que las instituciones involucradas no han logrado alcanzar una solución material y definitiva para la población afectada.
En tercer lugar, la problemática presenta causas estructurales e institucionales que no se resuelven con una actuación concreta o individual. Por ejemplo, existen limitaciones de infraestructura, planificación, recursos técnicos y presupuestarios, así como la falta de una adecuada articulación entre las instituciones competentes.
En cuarto lugar, las soluciones judiciales  individuales resultan insuficientes para resolver una situación que requiere un abordaje integral mediante el uso de sentencias de carácter estructural. En este sentido se debe plantear la necesidad de órdenes complejas, progresivas y sostenibles, cuyo cumplimiento sea objeto de seguimiento y que involucren a las distintas instituciones con competencias en la materia.
En quinto lugar,  se requiere de la intervención coordinada de múltiples autoridades, tales como el AyA, las ASADAS, el MINAE, el Ministerio de Salud, el MEP, la CCSS y el Concejo Municipal de Distrito, respetando sus respectivas competencias. 
Por último,  la situación del distrito de Colorado se adecua al concepto de estado de cosas inconstitucionales, ya que existen hechos que son abiertamente contrarios a la Constitución Política y persisten por causas estructurales. 
6. CONCLUSIONES Y PROPUESTA DE REFORMA DE LEY
i. [bookmark: _heading=h.8myjcj26t7l6]Conclusiones generales.
De lo dicho anteriormente es posible concluir que el proceso de ejecución de las sentencias constitucionales no es eficaz para garantizar la protección efectiva de los derechos humanos en casos de violaciones de derechos estructurales. El caso concreto de Colorado demuestra que el cumplimiento formal de una sentencia no necesariamente asegura la restitución material del derecho vulnerado. 
Asimismo, la condena en abstracto de la Sala Constitucional y su posterior ejecución en la vía contencioso-administrativa desnaturaliza el proceso del recurso de amparo. Esto en virtud de que, se pierden elementos esenciales que lo caracterizan, tales como la gratuidad y la informalidad. 
El contraste entre la Sala Constitucional y la Corte Interamericana demuestra que la eficacia de las resoluciones no depende exclusivamente de la existencia de mecanismos coercitivos. Quedó evidenciado que los mecanismos utilizados por la Corte son eficaces para transformar la realidad social. 
En este sentido, Colorado de Abangares constituye un caso complejo que exige trascender las respuestas aisladas y el cumplimiento meramente formal de las decisiones judiciales. Los criterios jurisprudenciales analizados permiten establecer la necesidad de un abordaje interinstitucional, con mecanismos de seguimiento y medidas sostenibles. El verdadero desafío de la justicia constitucional costarricense no es el reconocimiento de los derechos, sino lograr transformar la realidad y garantizar efectivamente el acceso al agua potable de la comunidad. 
ii. Propuestas de reformas a la Ley de la Jurisdicción Constitucional y el Código Procesal Contencioso Administrativo: Reforma del capítulo IV de la ley N°7135 “Ley de la Jurisdicción Constitucional” y adición de un artículo 180 bis a la ley N°8508 “Código Procesal Contencioso Administrativo”
Como consecuencia de lo señalado, se consideró indispensable producir una propuesta de reforma a la Ley de la Jurisdicción Constitucional y al Código Procesal Contencioso Administrativo con el objetivo de fortalecer la etapa de ejecución de sentencias constitucionales y de garantizar una tutela judicial efectiva. En este sentido la propuesta de reforma se estructura en 4 ejes principales:
a. La regulación expresa de las diligencias de inejecución de sentencias: 
Es fundamental que este mecanismo se regule expresamente en la Ley de la Jurisdicción Constitucional, con el objeto de que exista seguridad jurídica para aquellas personas a las que les fue reconocido un derecho y están en búsqueda del cumplimiento efectivo de una sentencia constitucional.
La propuesta incorpora que se regule la procedencia, legitimación, requisitos de la gestión, plazos y efectos jurídicos. De manera que, la persona que tenga a su favor un derecho reconocido por una sentencia constitucional en firme, y el incumplimiento de lo ordenado sea evidente, pueda presentar una diligencia de inejecución de sentencias, que será remitida a la Oficina de Seguimiento que activara las actuaciones de seguimiento que correspondan, así como, la revisión del expediente, en observancia del cumplimiento de lo ordenado.  
Posteriormente, verificado el informe sobre el estado de cumplimiento, la Sala Constitucional deberá convocar a una audiencia de supervisión, en donde la autoridad recurrida o el sujeto obligado deberá demostrar el cumplimiento de lo ordenado en sentencia. Concluida la audiencia, la Sala puede complementar el plan de cumplimiento presentado, y fijará un plazo final para la ejecución de lo ordenado.  
Además, se plantea dotar a la Sala Constitucional de las competencias para adoptar las medidas necesarias para la ejecución forzosa de la sentencia, en caso de incumplimiento comprobado. 
b. Incorporación de la Oficina de Seguimiento de Sentencias Constitucionales: 
Es trascendental que se incorpore la Oficina de Seguimiento de Sentencias, como órgano técnico auxiliar de la Sala Constitucional encargado de gestionar, verificar y dar seguimiento al cumplimiento efectivo de las sentencias constitucionales, en los casos en los que se haya declarado la afectación de intereses difusos o colectivos, o situaciones que, por su complejidad o impacto social, requieran un seguimiento especializado.
Su incorporación consiste en la creación formal de esta oficina, así como la definición de sus competencias, atribuciones y responsabilidades para  fortalecer el seguimiento y supervisión de las resoluciones.
c. Fortalecimiento del procedimiento de ejecución: 
Se busca fortalecer la coordinación y articulación entre las diligencias de inejecución de sentencias constitucionales y la oficina de seguimiento de sentencias de manera que sea más ágil la detección de los incumplimientos, y se pueda operar con mecanismos no solo correctivos, sino también preventivos que insten al cumplimiento oportuno de las sentencias.
d. Reforma al Código Procesal Contencioso Administrativo: 
[bookmark: _heading=h.xl6cvihq15cn]La ejecución indemnizatoria de las sentencias en la cual se recurre a la vía contencioso administrativa, es un proceso formalista, costoso, en el cual se necesita patrocinio letrado obligatorio, por tal razón, la propuesta incorpora, mecanismos de asistencia y patrocinio jurídico gratuito, para los administrados que cumplan con al menos uno de los siguientes criterios: 1. Administrado cuyo ingreso último ingreso mensual no supere dos salarios base del cargo auxiliar administrativo vigente. 2. En los casos en los que se haya declarado la afectación de intereses difusos o colectivos. 3. Cuando se compruebe que el proceso constitucional fue tramitado en aplicación de la Ley N°4775 Ley de Consultorios Jurídicos o Trabajo Comunal.
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